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14539 Sala Segunda. Sentencia 154/2001, de 2 de
julio de 2001. Recurso de amparo 4510/97.
Promovido por «Safa Galénica, S.A.», frente
el Auto de la Sala de lo Social del Tribunal
Supremo que inadmitió su recurso de casa-
ción contra las Sentencias que habían decla-
rado improcedente el despido de una tra-
bajadora.
Vulneración del derecho al juez imparcial:
Magistrado que formó parte de la Sala de
casación, a pesar de haber votado la Senten-
cia recurrida.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente, don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4510/97, promovido
por la empresa «Safa Galénica, S.A.», representada por
la Procuradora de los Tribunales doña Lucila Torres Ríus
y bajo la asistencia del Letrado don Carmelo Isaac Tobía
Galilea, contra el Auto de la Sala de lo Social del Tribunal
Supremo, de fecha 16 de septiembre de 1997, por el
que se inadmite el recurso de casación para la unificación
de doctrina (núm. 4051/96) contra la Sentencia de fecha
26 de abril de 1996 dictada por la Sala de lo Social
del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña en el recur-
so de suplicación (núm. 6483/95) interpuesto frente
a la dictada con fecha de 28 de junio de 1995 por
el Juzgado de lo Social núm. 26 de Barcelona en pro-
cedimiento por despido (núm. 399/95). Ha intervenido
el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don
Tomás S. Vives Antón, quien expresa el parecer de la
Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 7 de
noviembre de 1997 la Procuradora doña Lucila Torres
Ríus, en nombre y representación de la empresa «Safa
Galénica, S.A.», interpuso demanda de amparo consti-
tucional por vulneración de su derecho a la tutela judicial
efectiva previsto en el art. 24.1 CE, contra las resolu-
ciones judiciales de las que se ha hecho mérito en el
encabezamiento.

2. La demanda de amparo se fundamenta en los
siguientes hechos:

a) Doña Manuela Ginés Parrilla, que venía prestando
sus servicios como auxiliar administrativa para la empre-
sa Sociedad Anónima Farmacéutica Aragonesa, fue des-
pedida con fecha de 15 de marzo de 1995 por necesidad
de amortización de su puesto de trabajo, conforme al
art. 52.c de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, texto
refundido de 24 de marzo de 1995.

b) La mencionada trabajadora dedujo demanda por
despido contra las entidades «Sociedad Anónima Far-
macéutica Aragonesa», «Almacenes Farmacéuticos Galé-
nica, S.A.», y contra el Fondo de Garantía Salarial, siendo
estimada parcialmente por Sentencia de fecha de 28
de junio de 1995 del Juzgado de lo Social núm. 26
de Barcelona (procedimiento núm. 399/95), sobre la
base de la falta de prueba de que el cierre del centro
de trabajo donde prestaba servicios la demandante obe-

deciese a causas económicas u organizativas reales (tal
como debían ser entendidas de conformidad con el art.
51.1 LET), declarando la improcedencia del despido y
condenando únicamente a la empresa Sociedad Anó-
nima Farmacéutica Aragonesa, sin perjuicio de la res-
ponsabilidad que pudiera incumbir al Fondo de Garantía
Salarial, en los casos y dentro de los límites legales.

c) Con fecha de 19 de septiembre de 1995 la
empresa Sociedad Anónima Farmacéutica Aragonesa
interpuso contra la mencionada Sentencia recurso de
suplicación (núm. 6483/95), que fue desestimado por
Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia de Cataluña, de fecha de 26 de abril de 1996,
con confirmación de la Sentencia de instancia.

d) Con fecha de 30 de octubre de 1996, y contra
la anterior Sentencia, la entidad «Safa Galénica, S.A.»,
(empresa resultante de la fusión por absorción de las
empresas «Sociedad Anónima Farmacéutica Aragonesa»
y «Almacenes Farmacéuticos Galénica, S.A.») interpuso
recurso de casación para la unificación de doctrina, con-
cediéndole la Sala Cuarta del Tribunal Supremo, por pro-
videncia de 20 de noviembre de 1996, un plazo de diez
días para que seleccionase, de entre las varias resolu-
ciones invocadas, la que mejor conviniese a su propósito
de acreditar la contradicción, lo que llevó a efecto
mediante escrito fechado el día de 30 de enero de 1997,
designando como Sentencia de contraste la dictada por
la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
de Castilla y León de 29 de noviembre de 1994.

e) Con fecha de 30 de abril de 1997 la Sala de
lo Social del Tribunal Supremo dictó providencia acor-
dando oír a la parte recurrente sobre la posible con-
currencia de una causa de inadmisión del recurso, tanto
por su falta de contenido casacional en la pretensión
en relación con la alegada contradicción, al no ajustarse
ésta a la ratio decidendi de la Sentencia impugnada,
como por su falta de relación precisa y circunstanciada
de la contradicción alegada al no examinarse para com-
pararlos los hechos, fundamentos y pretensiones que
evidenciasen la disparidad de pronunciamientos, y por
su falta de contradicción al no existir en el caso de la
Sentencia recurrida una situación económica negativa
de la empresa, mientras que en la de contraste se acre-
ditaba que la medida adoptada contribuía a superar la
situación económica negativa empresarial. En este sen-
tido, y con fecha de 7 de junio de 1997, la parte recurren-
te presentó su escrito de alegaciones recriminando a
la Sala la exigencia continua de requisitos formales no
establecidos legalmente para la admisión del recurso,
dado que la pretendida identidad subjetiva o igualdad
sustancial en los hechos no deja de ser un eufemismo
o una cierta entelequia, puesto que en la mayor parte
de los casos no puede producirse una identidad absoluta,
siendo preciso que se apliquen los mismos criterios doc-
trinales ante situaciones similares, por lo que entiende
cumplidos todos los requisitos para la formalización del
recurso.

g) Por medio de diligencia de ordenación de 3 de
julio de 1997 la Sala Cuarta acordó dar traslado al Fiscal
para que, en el plazo de ocho días, informase sobre una
eventual inadmisión del recurso. En cumplimiento de
dicho trámite, por escrito de fecha de 15 de julio de
1997 el Fiscal alegó la procedencia de la inadmisión
del recurso, al carecer de una relación precisa y circuns-
tanciada de la contradicción, ya que no efectuaba un
examen individualizado de los hechos, fundamentos y
pretensiones entre la Sentencia impugnada y la de refe-
rencia acreditativos de las identidades exigidas por el
art. 217 LPL, no siendo suficiente la alusión a doctrinas
abstractas. Asimismo afirmó que tampoco existía con-
tradicción, por cuanto que en la Sentencia que se impug-
naba se partía de que no constaba la situación de crisis
de la empresa que justificase un plan de viabilidad, mien-
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tras que en la Sentencia de contraste la medida pro-
puesta contribuía a superar precisamente una situación
económica negativa de la empresa.

h) Finalmente la Sala de lo Social del Tribunal Supre-
mo, por medio de Auto de 16 de septiembre de 1997,
acordó inadmitir el recurso de casación para la unifi-
cación de doctrina. En primer lugar, por falta de con-
tenido casacional en la pretensión ejercitada, pues frente
a las afirmaciones de la parte de que la Sentencia de
suplicación fundaba la ratificación de la declaración de
procedencia del despido objetivo por causas económicas
en la necesidad de que la empresa se encontrara en
una situación crítica o caótica, era lo cierto que el fun-
damento radicaba en la falta de acreditación de la nece-
saria conexión entre la causa (situación económica nega-
tiva) y el efecto (contribución de la medida a la evolución
positiva de la empresa), por lo que el recurrente plan-
teaba la contradicción en un aspecto que no encontraba
sustento en la resolución impugnada. En segundo tér-
mino, por no recoger y expresar la relación precisa y
circunstanciada de la contradicción alegada, al omitir
una comparación individualizada y pormenorizada entre
hechos, fundamentos y pretensiones de las Sentencias
que hubieran permitido poner de relieve la pretendida
contradicción. En último lugar, la Sala afirma la falta
de contradicción entre la Sentencia de contraste y la
recurrida, puesto que en ésta se consideró que no existía
situación económica negativa de la empresa, y que por
tanto no se había acreditado la necesaria conexión entre
tal situación y la contribución de la medida adoptada
a la superación de la misma, centrándose la cuestión
en el interés de la empresa en cerrar el centro de trabajo
en que la actora prestaba sus servicios, mientras que
en la de contraste sí se consideraba que la medida extin-
tiva adoptada contribuía a la superación de la situación
económica negativa de la empresa.

3. Con fundamento en ese itinerario procesal la par-
te recurrente alega en su demanda de amparo que el
Auto de fecha de 16 de septiembre de 1997 de la Sala
de lo Social del Tribunal Supremo, por el que se inadmite
el recurso de casación para la unificación de doctrina
contra la Sentencia de 26 de abril de 1996 de la Sala
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña,
ha vulnerado su derecho a la tutela judicial efectiva cau-
sante de indefensión (art. 24.1 CE). En primer lugar, por
la existencia de una causa de abstención o recusación
de Magistrado en el proceso de dictado del Auto de
inadmisión del recurso de casación para la unificación
de doctrina, quebrando el principio de no ser juez y parte
en un proceso, dado que el Presidente de la Sala de
lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña
que dictó la Sentencia de 16 de abril de 1996 frente
a la que posteriormente la parte recurrente interpuso
recurso de casación para la unificación de doctrina formó
parte de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo que
dictó el Auto de fecha 16 de septiembre de 1997 que
inadmitió aquel recurso. A su juicio tal circunstancia
debió motivar la abstención del Magistrado, conforme
al art. 219.10 LOPJ, al tener que pronunciarse sobre
la revocación de una Sentencia dictada por él. En segun-
do término también alega que la resolución impugnada
vulnera el derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1
CE), tanto por establecer y exigir requisitos procesales
de carácter formal en la tramitación del recurso no pre-
vistos ni exigidos legalmente (exigencia de la cita de
las sentencias de contraste, identificación de una sola
sentencia entre las varias citadas, identidad entre la sen-
tencia recurrida y de contraste, así como de comparación
pormenorizada de la discrepancia entre ellas), como por
no aplicar la doctrina jurisprudencial en la determinación
y valoración del fondo del recurso, es decir, sobre la
doctrina relativa a los requisitos del despido objetivo.

4. Mediante providencia de 8 de mayo de 1998
la Sección Cuarta admitió a trámite la demanda y, en
aplicación del art. 51 LOTC, acordó dirigir comunicación
a la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
de Cataluña y al Juzgado de lo Social núm. 26 de Bar-
celona a fin de que, en el plazo de diez días, remitiesen
certificación o fotocopia adverada de las actuaciones
correspondientes; interesándose al propio tiempo el
emplazamiento de quienes hubieran sido parte en el pro-
cedimiento, excepto la parte recurrente en amparo, a
los efectos de que en el plazo de diez días pudiesen
comparecer en el recurso de amparo y defender sus
derechos.

5. Por providencia de 14 de septiembre de 1998
la Sección Cuarta, a tenor de lo dispuesto en el art.
52 LOTC, acordó dar vista de las actuaciones recibidas
a la parte recurrente y al Ministerio Fiscal, por plazo
común de veinte días, para que dentro de dicho término
pudieran presentar las alegaciones pertinentes.

6. El Ministerio Fiscal presentó su escrito de ale-
gaciones con fecha de 2 de octubre de 1998, en el
que, haciendo referencia al primer motivo del recurso
—la existencia en el proceso de una causa de abstención
de uno de los Magistrados intervinientes—, se señala,
en primer lugar, que la parte recurrente no había encua-
drado formalmente su queja en el precepto constitu-
cional adecuado, al concernir al derecho a un proceso
con todas las garantías en su manifestación de impar-
cialidad objetiva del Juzgador (art. 24.2 CE), sin que,
por otra parte, tal error constituyese un obstáculo insal-
vable para la viabilidad de la demanda, al ser el núcleo
básico de la argumentación del recurrente el principio
de no ser Juez y parte, lo que suponía una clara apelación
al derecho a un Juez imparcial. Asimismo se indica que
la parte no pudo en el caso de autos intentar la recu-
sación del Magistrado en cuestión (conforme disponen
las SSTC 384/1993; 137/1994, y 142/1997) por cuan-
to la única resolución en la que figuraba fue precisamente
el Auto de inadmisión del recurso, que conoció al serle
notificado. Partiendo de lo anterior se continúa diciendo
que se ha producido en el caso enjuiciado el fenómeno
de la contaminación del juez (STC 142/1997), por cuan-
to que el Magistrado que formó parte de la Sala que
decidió la inadmisión del recurso de casación había sido
uno de los integrantes de la Sala de lo Social que deses-
timó el recurso de suplicación, y que en ambas instancias
la parte efectuaba la misma censura jurídica (infracción
del art. 52.c en relación con el art. 51.1 LET), interesando
que prosperase una extinción contractual de la relación
laboral por causas económicas sobre las que aquel
Magistrado ya se había pronunciado. Por todo lo cual
el Fiscal finaliza interesando que se declare la vulneración
del derecho al Juez imparcial de la parte recurrente.

Por lo que respecta al segundo motivo de impug-
nación, y tras recordar la doctrina constitucional refe-
rente al derecho a la tutela judicial efectiva en su ver-
tiente de derecho de acceso al recurso (cita SSTC
89/1998 y 119/1998), se afirma que, ni en el trámite,
ni en la resolución de inadmisión del recurso, existieron
obstáculos insalvables para acceder al recurso que por
arbitrarios e injustificados pudieran entrañar la vulne-
ración alegada, por cuanto las interpretaciones realizadas
de los preceptos procesales fueron acordes a la propia
finalidad del recurso, sin que la limitación del número
de sentencias, la exigencia de la cita de sentencias de
contraste, o la necesidad de la existencia de contradic-
ción pudiesen considerarse lesivas del art. 24.1 CE.

7. Con fecha de 9 de octubre de 1998 presentó
su escrito de alegaciones la representación procesal de
la parte recurrente, ratificándose en las contenidas en
su demanda de amparo.
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8. Por providencia de 28 de junio de 2001, se seña-
ló para deliberación y fallo de la presente Sentencia el
día 2 de julio siguiente.

II. Fundamentos jurídicos

1. El objeto del presente recurso de amparo es el
Auto de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo de
fecha 16 de septiembre de 1997 por el que se inadmite
el recurso de casación para la unificación de doctrina
contra la Sentencia de 26 de abril de 1996 de la Sala
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña,
que confirmó la dictada por el Juzgado de lo Social núm.
26 de Barcelona, de fecha 28 de junio de 1995 en
proceso sobre despido.

La parte recurrente imputa al Auto del Tribunal Supre-
mo impugnado en el presente proceso constitucional
la vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva
(art. 24.1 CE) por dos motivos: en primer lugar, por no
haberse producido la abstención de uno de los Magis-
trados que integraban la Sala Cuarta del Tribunal Supre-
mo cuando había formado parte previamente de la Sala
cuya Sentencia se cuestionaba en el recurso de casación
de unificación de doctrina; y, en segundo término, tanto
por la exigencia de requisitos procesales de carácter for-
mal en la tramitación del recurso de casación no esta-
blecidos legalmente, cuanto por la inaplicación de su
propia doctrina jurisprudencial en la determinación y
valoración del fondo del recurso. Por su parte el Minis-
terio Fiscal sostiene la vulneración del derecho a un juez
imparcial (art. 24.2 CE) al darse el fenómeno de la con-
taminación del Magistrado en cuestión, enervando la
imparcialidad del juicio y menoscabando una de sus
garantías fundamentales.

2. Antes de entrar a analizar la pretensión de la
parte actora en el presente recurso de amparo es nece-
sario realizar una previa precisión en torno al contenido
de la vulneración alegada, dado que la parte recurrente
imputa erróneamente a la resolución judicial impugnada
la lesión del derecho a la tutela judicial efectiva recogido
en el art. 24.1 CE cuando, sin embargo, de sus argu-
mentos se desprende que la infracción que verdadera-
mente le atribuye —como así pone de manifiesto el Minis-
terio Fiscal— es la de la garantía del «juez imparcial»
constitucionalmente prevista en el apartado 2 de ese
mismo precepto. Será pues desde esa perspectiva desde
la cual se analice el presente recurso de amparo, puesto
que, como de forma reiterada viene sosteniendo este
Tribunal, no se exige tanto que la invocación del derecho
supuestamente vulnerado haya de llevarse a cabo
mediante la concreta identificación del precepto cons-
titucional donde se proclama, ni tampoco mencionando
su nomen iuris, cuanto que se acote suficientemente
el contenido del derecho constitucional violado, permi-
tiendo así un pronunciamiento del Tribunal sobre la
infracción aducida (por todas, SSTC 167/1987, de 28
de octubre, FJ 1; 184/1992, de 16 de noviembre, FJ
2; 80/1994, de 14 de marzo, FJ 2; 111/2000, de 5
de mayo, FJ 6 y 19/2001, de 29 de enero, FJ 3).

3. Como ha tenido la ocasión de señalar este Tri-
bunal en ocasiones precedentes, uno de los contenidos
básicos del artículo 24.2 CE es el derecho al juez impar-
cial, que encuentra su protección constitucional en el
derecho a un «proceso con todas las garantías» y, tam-
bién, y al propio tiempo, configura un derecho funda-
mental implícito en el derecho al juez legal proclamado
en el mismo núm. 2 del art. 24 CE (SSTC 47/1982,
de 12 de julio, FJ 3; 44/1985, de 22 de marzo, FJ
4; 113/1987, de 3 de julio, FJ 4; 145/1988, de 12
de julio, FJ 5; 106/1989, de 8 de junio, FJ 2; 138/1991,
de 20 de junio, FJ 1; 136/1992, de 13 de octubre,

FJ 1; 307/1993, de 25 de octubre, FJ 3; 47/1998,
de 2 de marzo, FJ 4; y 162/1999, de 27 de septiembre,
FJ 2). La imparcialidad y objetividad del Tribunal aparece,
entonces, no sólo como una exigencia básica del proceso
debido (STC 60/1995, de 17 de marzo, FJ 3) derivada
de la exigencia constitucional de actuar únicamente
sometidos al imperio de la Ley (art. 117 CE) como nota
esencial característica de la función jurisdiccional desem-
peñada por los Jueces y Tribunales (SSTC 133/1987,
de 21 de julio, FJ 4; 150/1989, de 25 de septiembre,
FJ 5; 111/1993, de 25 de marzo, FJ 6; 137/1997,
de 21 de julio, FJ 6; y 162/1999, de 27 de septiembre,
FJ 5), sino que además se erige en garantía fundamental
de la Administración de Justicia propia de un Estado
de Derecho (art. 1.1 CE), dirigida a asegurar que la razón
última de la decisión adoptada sea conforme al Orde-
namiento jurídico y por un tercero ajeno tanto a los inte-
reses en litigio como a sus titulares (SSTC 299/1994,
de 14 de noviembre, FJ 3; y 162/1999, de 27 de sep-
tiembre, FJ 5).

En consecuencia el art. 24.2 CE, acorde con lo dis-
puesto en el art. 6 del Convenio Europeo para la Pro-
tección de los Derechos Humanos y Libertades Funda-
mentales, reconoce el derecho a ser juzgado por un Tri-
bunal independiente y alejado de los intereses de las
partes en litigio, de tal modo que la imparcialidad judicial
constituye una garantía procesal que condiciona la exis-
tencia misma de la función jurisdiccional (por todas, STC
151/2000, de 12 de junio, FJ 3). Por este motivo la
obligación del juzgador de no ser «Juez y parte», ni «Juez
de la propia causa» supone, de un lado, que el Juez
no pueda asumir procesalmente funciones de parte, y,
de otro, que no pueda realizar actos ni mantener con
las partes relaciones jurídicas o conexiones de hecho
que puedan poner de manifiesto o exteriorizar una previa
toma de posición anímica a favor o en su contra. En
tal sentido nuestra jurisprudencia viene distinguiendo
entre una «imparcialidad subjetiva», que garantiza que
el Juez no ha mantenido relaciones indebidas con las
partes, y una «imparcialidad objetiva», es decir, referida
al objeto del proceso, por la que se asegura que el Juez
o Tribunal no ha tenido un contacto previo con el thema
decidendi y, por tanto, que se acerca al objeto del mismo
sin prevenciones en su ánimo (por todas, SSTC
47/1982, de 12 de julio, FJ 3; 157/1993, de 6 de
mayo, FJ 2; y 47/1998, de 2 de marzo, FJ 4; 47/1998,
de 2 de marzo, FJ 4; 11/2000, de 17 de enero, FJ
4; y 52/2001, de 26 de febrero, FJ 3).

Asimismo, y en garantía de la imparcialidad judicial,
el art. 219 LOPJ recoge una lista de causas de abstención
y de recusación que evita que el órgano jurisdiccional
ad quem pueda constituirse con parcialidad sobre el obje-
to procesal derivados de su anterior conocimiento en la
primera instancia, garantizando, asimismo, el carácter
devolutivo de los recursos, pues «de nada serviría la exis-
tencia de una segunda instancia si el mismo órgano juris-
diccional que conoció de la primera y dictó la resolución
impugnada, pudiera (por haberse promovido algunos de
sus miembros o por cualquier otra causa) conocer de
nuevo el mismo objeto procesal en la segunda instancia»
(por todas, STC 137/1994, de 9 de mayo, FJ 3).

4. La aplicación al presente caso de la doctrina ante-
riormente expuesta, obliga a situar la queja de la parte
recurrente en el ámbito de la denominada «imparcialidad
objetiva», ya que un mismo Magistrado formó parte tanto
de la Sala que dictó la Sentencia recurrida en casación
para la unificación de doctrina como de la que resolvió
este último recurso. En suma, existió una previa relación
del juzgador con el objeto del proceso, y, consecuen-
temente, unas formadas convicciones sobre el fondo del
asunto en el momento de resolver el recurso. Partiendo
de tales circunstancias y de la imposibilidad de la parte
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de haber promovido la recusación del Magistrado antes
de que se dictase el Auto de inadmisión del recurso
de casación para la unificación de doctrina, al desco-
nocer quién iba a resolver este último, es preciso declarar
la efectiva vulneración del derecho al juez imparcial (art.
24. 2 CE) de la parte recurrente.

Finalmente, y antes de dictar el fallo a que la presente
Sentencia conduce, hay que precisar que, habiendo sido
estimado el primer motivo del recurso de amparo, y sien-
do preciso un nuevo pronunciamiento del Tribunal Supre-
mo, no procede efectuar posicionamiento alguno res-
pecto al segundo de los motivos alegados por el
recurrente.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por «Safa Galénica, S.A.»
y, en su virtud:

1.o Reconocer que se ha vulnerado el derecho del
recurrente al Juez imparcial.

2.o Restablecerle en la integridad de su derecho y,
a tal fin, declarar la nulidad del Auto de la Sala de lo
Social del Tribunal Supremo, de 16 de septiembre de
1997 (recurso núm. 4051/96) retrotrayendo las actua-
ciones judiciales al momento procesal oportuno para que
se dicte otra resolución con plena observancia del dere-
cho fundamental infringido en la ahora anulada.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a dos de julio de dos mil uno.—Carles
Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal Allende.—Julio
Diego González Campos.—Tomás S. Vives Antón.—Vicen-
te Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sán-
chez.—Firmado y rubricado.

14540 Sala Segunda. Sentencia 155/2001, de 2 de
julio de 2001. Recurso de amparo 157/98.
Promovido por doña Lucía Díaz Azarola y otra
respecto a la Sentencia de la Sala de lo Social
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid
que, en grado de suplicación, desestimó su
demanda por diferencias salariales en la ofi-
cina comercial de España en Pekín.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva (motivación): Sentencia desestimato-
ria por falta de prueba del Derecho extranjero,
sin exponer las razones por las que no resul-
taba aplicable la legislación laboral española.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente, don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 157/98, promovido
por doña Lucía Díaz Azarola y doña Jeronia Muntaner
Gelabert, representadas por el Procurador de los Tribu-

nales don Alfonso Blanco Fernández y bajo la asistencia
de la Letrada doña María Martínez-Avial Guerra, contra
las Sentencias de 4 de diciembre de 1996, dictada por
el Juzgado de lo Social núm. 10 de Madrid y recaída
en los autos sobre reclamación de derechos y cantidad
núm. 352/96, y de 9 de mayo 1997, dictada por la
Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid y estimatoria del recurso de suplicación núm.
1068/97 interpuesto contra la anterior por el Ministerio
de Comercio y Turismo. Ha comparecido el Abogado
del Estado en la representación que ostenta. Ha inter-
venido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado
don Guillermo Jiménez Sánchez, quien expresa el pare-
cer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el día 14
de enero de 1998, el Procurador don Alfonso Blanco
Fernández, en nombre y representación de doña Lucía
Díaz Azarola y doña Jeronia Muntaner Gelabert, inter-
puso demanda de amparo constitucional contra las Sen-
tencias de que se hace mérito en el encabezamiento
por entender que vulneran los derechos fundamentales
reconocidos en los arts. 14 y 24 CE.

2. La demanda de amparo se funda en los siguientes
hechos:

a) Doña Lucía Díaz Azarola y doña Jeronia Muntaner
Gelabert venían prestando sus servicios con contratos
laborales no sujetos a convenio en la Oficina Comercial
de España en Pekín, del Ministerio de Comercio y Turis-
mo, en calidad de Administrativa-contable y Auxiliar
administrativa, respectivamente, por los que percibían
una retribución anual bruta fijada en marcos alemanes.
En la cláusula octava del contrato de trabajo de la primera
se hizo constar que: «las restantes condiciones de trabajo
se regirán por la reglamentación laboral del país o en
su defecto por la legislación española. Serán también
de aplicación las normas generales que, sobre funcio-
namiento de las Oficinas Comerciales, dicte la Dirección
General de Política Comercial». Asimismo se especificaba
en la cláusula novena del contrato de la segunda que:
«las disposiciones legales sobre seguridad y previsión
social serán observadas con arreglo a la legislación del
país, y por tanto, la oficina comercial abonará el por-
centaje correspondiente al patrono, de las cuotas labo-
rales. Por lo que se refiere al personal español deberá
procederse de acuerdo con lo dispuesto en la Circular
núm. 10/83 de 2 de diciembre de la Dirección General
de Política Comercial, que desarrolla el RD 2234/81 de
20 de Agosto, y Orden Ministerial de 8 de junio de 1982».

b) En el mes de abril de 1995 el Ministerio de
Comercio y Turismo comenzó a abonar el salario en dóla-
res USA en lugar de marcos alemanes, tanto a las hoy
recurrentes como a otro trabajador (don Jesús Castillo
Abascal) que prestaba servicios en la misma Oficina
Comercial.

c) Disconformes los mencionados trabajadores con
el cambio en el sistema retributivo efectuado unilate-
ralmente por el Ministerio de Comercio y Turismo pre-
sentaron cada uno de ellos demanda ante los Juzgados
de lo Social de Madrid (las recurrentes en amparo con
fecha de 21 de mayo de 1996; don Jesús Castillo Abas-
cal con fecha de 23 de mayo siguiente), cifrando los
perjuicios económicos que el abono del salario en dólares
USA les había ocasionado y alegando que, de acuerdo
con lo dispuesto en los artículos 4.2.f, 29 y 31 del Esta-
tuto de los Trabajadores, texto de 24 de marzo de 1995
(en adelante, LET), la falta de pago de tales cantidades
como consecuencia del cambio de divisa sin justificación
de ningún tipo resultaba totalmente injusta y contraria
a la legislación vigente. Por todo lo cual solicitaban que


